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Fuente: Trabajo de campo FIP 2015 / Elaboró: FIP 201
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sistemáticas y contundentes, el efecto no es el deseado ya que lo que se ve es su pro-

gresivo fraccionamiento y reacomodamiento. 

Las bandas criminales conservan rasgos comunes con los paramilitares que conoció 

el país hasta 2006, como el narcotráfico y sus zonas de operaciones. Pero estos gru-

pos ya no enarbolan una campaña contrainsurgente, no están organizados por frentes 

y bloques, y sus comandantes son “empresarios criminales” que si bien pueden haber 

tenido algún tipo de recorrido en un grupo armado, se han adaptado al nuevo contexto 

del conflicto innovando sus rentas y redes sociales. También han sellado alianzas con 

facciones de grupos guerrilleros y redes transnacionales, diversificado sus fuentes de 

financiación –minería ilegal, explotación ilegal de madera, trata y tráfico de personas, 

contrabando en las zonas de frontera– y centrado su repertorio criminal en las extorsio-

nes, los homicidios selectivos y las amenazas.

1.4. Riesgos para la paz: economías criminales, 
poderes locales y corrupción

Es en ese nuevo contexto del conflicto armado que vemos que la continuidad de las 

economías criminales y las instituciones que se han creado a su alrededor y sobre las 

cuales se apoyan diversos actores, representan un gran riesgo para un escenario poste-

rior a la firma de los acuerdos de paz. 

GRÁFICA /03
EVOLUCIÓN DE LAS BANDAS CRIMINALES

Fuente: Fiscalía General de la Nación / Elaboró: FIP 2015
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Es posible que en esta etapa se genere un efecto perturbador en las economías 

criminales, cambiando las reglas de juego y la presencia del Estado en los territorios 

donde se desmovilicen las guerrillas. El punto de partida es que una mayor presencia 

institucional tendrá el efecto de cambiar los incentivos e incrementar los riesgos para 

aquellos actores que se encuentran al margen de la ley. Dependiendo de la capacidad 

que tenga el Estado para sustituir los órdenes ilegales por órdenes de Derecho, estos 

actores podrían asumir las nuevas reglas y adaptarse o, por el contrario, intentar sabo-

tear el proceso de paz a través de la violencia y la intimidación.

El proceso de negociación con las FARC ha avanzado como ningún otro, pero la 

firma de los acuerdos no se puede traducir en mayor inseguridad. Será en aquellos te-

rritorios priorizados para su implementación, en los que la acción del Estado enfrentará 

competidores y saboteadores como las bandas criminales y disidencias de las FARC, 

ELN y EPL. Es por esto que la ocupación efectiva del territorio y la sustitución de las 

instituciones de la guerra será un factor clave para viabilizar la implementación de los 

acuerdos, garantizar la seguridad de la población, las capacidades de absorción para 

los desmovilizados de las FARC y reducir los riesgos de la reincidencia. 

Sumado a lo anterior, además de la necesidad de fortalecer el Estado local, minimi-

zar la violencia y transformar los órdenes sociales y políticos creados durante la guerra, 

tampoco se pueden ignorar ​los potenciales conflictos que​ traerán, por un lado, la forma 

de hacer política en el país fincada en una relación perversa entre nación-territorio. Y 

por el otro, la relación entre corrupción, institucionalidad local precaria, economías cri-

minales e implementación de los acuerdos. La posibilidad de que la paz se convierta en 

otro botín para poderes locales, “empresarios criminales”, incluidas las guerrillas, y las 

diversas formas de corrupción de la administración pública, es latente y podría llegar a 

ser el mayor obstáculo para imaginar un país en tránsito hacia la paz.

También hay otra serie de conflictividades sociales que emergerán con mayor fuerza 

en un escenario sin FARC y ELN. Como lo ha mostrado el CINEP, Colombia ha visto en 

los últimos años un aumento sin precedentes de diferentes manifestaciones de movili-

zación social que han develado otras redes de conflicto y formas de protesta, muchas 

de las cuales fueron neutralizadas en virtud del conflicto armado y seguramente con-

tinuarán después de los acuerdos con las guerrillas. Estos conflictos giran en torno a 

varias reivindicaciones y problemas no resueltos como el acceso y formalización de la 

tierra, las actividades mineras y petroleras, las víctimas de diferentes delitos cometidos 

por los grupos paramilitares y agentes del Estado, a las que se sumarán las de las FARC 

y el ELN, y cuyas reales dimensiones estamos por conocer10. 

10	 Ejemplo de esto serán los movimientos de víctimas del crimen de desaparición forzada, el cual, según cifras del Registro Único 
de Víctimas, ha dejado 45.515 desaparecidos.
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En un contexto de postacuerdos es muy probable que estos temas cobren mayor 

relevancia por los espacios de apertura democrática y por las exigencias cada vez ma-

yores de verdad, justicia y reparación, cuyo eje central será la paz como deber y dere-

cho constitucional.

1.5. Reflexiones sobre la seguridad urbana

Se ha vuelto un lugar común decir que la desmovilización de las FARC golpeará las 

ciudades como ocurrió con las AUC y en otras experiencias internacionales, particular-

mente de Centroamérica, que con frecuencia se referencian como ejemplos del porve-

nir de la seguridad en el postconflicto colombiano. 

Sin embargo, en la FIP creemos que no es previsible que la paz con las FARC tenga 

un impacto directo sobre la situación de seguridad en las grandes ciudades, pues como 

lo muestran distintos estudios de CERAC, EAFIT y la propia FIP, a nivel urbano el crimen 

y la violencia se despegaron de la dinámica del conflicto armado por lo menos desde 

2008. Además, es poco probable que los excombatientes de las FARC, debido a su per-

fil más rural, se ubiquen en ciudades como ocurrió con muchos de los desmovilizados 

de las AUC. 

Aun así, no hay que olvidar que en las zonas urbanas los índices de crimen y violencia 

son preocupantes. A nivel de las ciudades grandes e intermedias, la tasa promedio de 

homicidios alcanzó 23.48 homicidios por cada cien mil habitantes en 201511. Adicional-

mente, los hurtos no dan tregua como en el caso del robo de celulares que ha alcanzado 

niveles alarmantes en la última década. Igualmente, está el fenómeno del microtráfico 

que ha venido creciendo al punto de que se le señala como uno de los grandes desafíos 

a enfrentar. Pese a las sucesivas guerras que le ha declarado el Estado en los últimos 

años a las llamadas ollas de vicio de las principales ciudades de Colombia, estas han for-

mado verdaderas “zonas de impunidad” en las que se concentran de manera persistente 

y resistente una amalgama de delitos y problemáticas sociales de muy diversa índole. 

 Todo esto afecta la sensación de seguridad y tranquilidad en las ciudades colombia-

nas, a lo que se suma que la credibilidad en la eficacia de las autoridades para proteger 

a los ciudadanos es en extremo precaria. Por ejemplo, en el último lustro, según las en-

cuestas de la Red de Ciudades Cómo Vamos12, sólo una tercera parte de los pobladores 

se sienten seguros en su ciudad y poco más del 10% de los que han sido víctimas de un 

delito, piensan que este será sancionado.

11	 Según datos de SIEDCO, Policía Nacional, en las principales 17 ciudades de Colombia.

12	 La Red de Ciudades Cómo Vamos le hace seguimiento periódico a 10 ciudades capitales.
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2. Las transformaciones 
para el postconflicto

Entre los estudiosos de la mediación ya es un lugar común afirmar que la paz se 

logra a partir del impulso a una serie de cambios. Autores como Galtung y Lederach 

han afirmado que si no se alteran de manera fundamental las pautas de relación 

entre los actores relevantes de la sociedad (incluyendo los excluidos) no se 

pueden generar condiciones sostenibles para la paz.

Dentro de ese marco de relaciones, en la FIP creemos que los te-

mas de gobernanza y legitimidad, de seguridad ciudadana y de 

cultura de paz, serán cruciales en una etapa de postconflicto. Se 

trata de tres asuntos que marcan un itinerario de transformaciones 

de tipo estructural que implican ajustes a nivel normativo, de comporta-

mientos y de valores. En los tres, como se verá, están centrados buena parte 

de los esfuerzos que viene haciendo y en los que seguirá profundizando la FIP 

proponiendo medidas de política. 

El primer asunto, de la gobernanza para la paz, toca los temas de la legitimidad del 

Estado y de los desafíos de interacción entre el Estado y los ciudadanos. Como vere-

mos, la construcción de confianza es un elemento capital para la paz. En la misma línea, 

el segundo tema plantea la seguridad como elemento fundamental de esa confianza y 

propone poner al ciudadano en el centro de esa concepción. Finalmente, en el apartado 

de cultura de paz planteamos una serie de asuntos que deben exhortar nuestro com-

portamiento cotidiano y nuestros valores, de modo que la paz se comprenda como un 

asunto que nos interpela en el día a día.

2.1. Una gobernanza para la paz: por la superación del 
déficit institucional

En la FIP suscribimos la tesis de diversos autores sobre las estrechas relaciones que 

existen entre el conflicto armado colombiano, las conflictividades territoriales entorno 

al uso y aprovechamiento de nuestros recursos y el déficit institucional.

Si bien existe un debate sobre la denominación más adecuada que debería recibir 

este déficit (algunos hablan de ausencia del Estado mientras que otros de presencia 

incompleta o no homogénea), es indudable que en vastas regiones del territorio co-

lombiano el Estado ha sido incapaz de proveer los bienes públicos esenciales para el 

desarrollo y de garantizar el imperio de la ley.
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La desconfianza de los ciudadanos en las instituciones y la escasa legitimidad de las 

autoridades públicas es un efecto preocupante de esta incapacidad. Muestra de ello 

son los resultados de la encuesta de cultura política realizada por LAPOP, en 2014, que 

señalan que el nivel promedio de confianza de los colombianos hacia las autoridades 

locales es de 40, en una escala de 0 a 100. Cifras similares se vienen presentando desde 

2004. 

Este vacío de autoridad y de provisión de bienestar lo han llenado diversos acto-

res. En algunas regiones, las élites locales cumplieron ese papel mediante un proceso 

político que derivó en parroquialismo y clientelización. Si bien existe un álgido debate 

alrededor de si hubo en estos casos una delegación intencional y transaccional desde el 

centro -como lo propone James Robinson- o una ocupación lógica de funciones como 

la que apunta Francisco Gutiérrez, es evidente que este esquema de consolidación del 

Estado está relacionado con la dificultad de concretar un proyecto de Nación.

En otras regiones, las dificultades se exacerbaron y agudizaron con la presencia y 

acción de actores armados ilegales, quienes, al retar a la autoridad estatal y reaccionar 

a la ‘amenaza’ de intereses privados, establecieron mecanismos de control territorial, 

extracción de rentas, provisión de justicia y seguridad y regulación de actividades eco-

nómicas, principalmente ilegales, como bien lo han ilustrado los trabajos de Gustavo 

Duncan y María Teresa Ronderos.

Uno de los aspectos más críticos de esta situación es que en muchas regiones del 

país, esta autoridad ilegal se ha ejercido mediante una estrategia armada de corte an-

tidemocrático y paternalista, que acostumbró a las comunidades a solucionar los pro-

blemas mediante mecanismos efectistas y sin respeto al Estado Social de Derecho. Con 

ello, los grupos armados no sólo han atentado contra el imperio de la ley por parte de 

las autoridades públicas, sino que crearon zonas de apoyo popular y de reconocimiento 

y aceptación de su poder. 

Las investigaciones adelantadas en la FIP sobre la justicia en las llamadas zonas “de 

consolidación”, muestran con claridad la enorme dificultad que tienen los operadores 

de justicia para ejercer sus funciones en regiones con presencia de actores armados 

ilegales. Allí, los grupos irregulares tienen injerencia incluso en asuntos relacionados con 

la vida privada de los habitantes, su patrimonio y la convivencia.

Todo lo anterior nos permite afirmar que el conflicto armado ha estado estrecha-

mente relacionado con una profunda deficiencia de tipo institucional y que, en conse-

cuencia, si se quiere dar la vuelta a esta página de la historia del país, hay que fortalecer 

las instituciones y avanzar sin pausa en la construcción del Estado.

A continuación se señalan algunos de los elementos que configuran el desafío de la 

construcción de paz desde la perspectiva institucional.
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En busca de la autonomía territorial
El modelo de descentralización que se construyó en los 90 resultó insuficiente para 

construir una paz basada en el desarrollo regional. Por eso se hace necesario que du-

rante el postconflicto se de una discusión profunda sobre este diseño y se adelanten 

cambios audaces y creativos.

La manera en que se ha dado la descentralización en el país ha contribuido a au-

mentar la cobertura de algunos servicios públicos básicos como la electricidad, el agua 

potable y la educación. En el caso del sector rural, que es en donde hay mayores defi-

ciencias, la cobertura de acueducto pasó en los últimos 20 años de 41% al 72,8%. 

Del mismo modo se han desarrollado mecanismos institucionales como el Sistema 

General de Participaciones (antes conocido como las transferencias), el Sistema Gene-

ral de Regalías, los Contratos Plan y el sistema tributario local y regional. El de regalías, 

por ejemplo, le permitió a los municipios en 2013 ejecutar casi 4,1 billones de pesos de 

acuerdo con cifras del Departamento Nacional de Planeación. Más recientemente, estos 

desarrollos se robustecieron con la expedición de la Ley Orgánica de Ordenamiento 

Territorial (LOOT), que plantea elementos para la asociatividad regional y municipal y 

para la presentación de proyectos de desarrollo regional.

Pese a ello, ninguno de estos mecanismos ha contribuido de manera suficiente y 

eficaz a la distribución efectiva de responsabilidades y a la promoción de la autonomía 

territorial. En la FIP creemos que buena parte de este fracaso se debe a que aunque la 

descentralización cambió el sistema de competencias y responsabilidades, no condujo 

a un proceso real de generación de capacidades a nivel local. Se desconoció el hecho 

de que esas herramientas las desarrollan personas que necesitan entenderlas, adaptar-

las y adaptarse, desarrollar nuevas competencias e implementar cambios al interior de 

sus entidades para que las puedan poner en marcha.

En términos generales se puede decir que el régimen municipal y departamental 

no ayuda a cerrar las brechas existentes entre los municipios con mayor y menor ca-

pacidad, sino que las profundiza. Asimismo, estamos convencidos de que el sistema 

de planeación territorial (que en buena medida está contenido en la ley 152 de 1994) 

contribuye de manera negativa a la distribución del bienestar. Es por las disposiciones 

vigentes que los municipios con pocos recursos cada vez cuentan con menos herra-

mientas y posibilidades para transformar su situación.

Un buen ejemplo de ello son los recursos destinados a la seguridad y la justicia. Con 

la Fundación Paz y Reconciliación y el apoyo del Ministerio del Interior, hicimos una 

investigación participativa sobre los recursos territoriales para la paz en 81 municipios 

del conflicto. En ella se constató que el monto promedio anual con el que cuentan las 

administraciones públicas municipales para hacer gestión en los temas de seguridad y 

convivencia, es inferior a los 70 millones de pesos. Esa cifra es un insulto para un alcalde 



F
U

N
D

A
C

IÓ
N

 ID
E

A
S 

PA
R

A
 L

A
 P

A
Z

30

que es la primera autoridad de policía en una zona con especiales problemas de orden 

público.

En esa misma investigación se evidenció que los planes integrales de seguridad y 

convivencia ciudadana (PISCC) -a los que el Ministerio del Interior debe hacer veedu-

ría-, son elaborados, en muchas ocasiones, por consultores externos que responden a 

estructuras proforma y, en el mejor de los casos, se han realizado únicamente para los 

cascos urbanos. Como si eso fuera poco, muchos de los comités de orden público y 

los consejos de seguridad y convivencia están dominados por las fuerzas militares y la 

policía, y en ellos sólo se decide cuántos recursos se destinan a la financiación de gastos 

operativos para el personal de la fuerza pública.

Una recentralización perversa
En Colombia, tras el auge descentralizador de los 90 y la subsecuente captura de 

rentas locales por parte de los grupos armados ilegales y élites locales, se vivió un es-

fuerzo recentralizador que impidió el avance en la autonomía regional y generó incenti-

vos contradictorios en el desarrollo de proyectos. Hoy, que nos encontramos ad portas 

de la paz, hay que replantear ese modelo porque el que existe simplemente no funciona. 

En los municipios del postconflicto los planes de desarrollo son meros formalismos y 

la inversión del Estado se representa en subsidios y en los beneficios de los programas e 

instituciones del orden nacional. En esos escenarios, los alcaldes son rehenes de la falta 

de recursos y su capacidad de incidencia es menor que la de funcionarios de tercera 

línea que trabajan en Bogotá. En estos contextos ha sido imposible desarrollar y poner 

a prueba su liderazgo, requisito fundamental del desarrollo territorial.

La asimetría entre los gobernantes territoriales y nacionales ha generado una con-

versación viciada, la cual hay que corregir cuanto antes. Por un lado, el nivel nacional 

le achaca a los territorios prácticas corruptas, falta de competencias, clientelismo y 

desatención de las prioridades. Y por el otro, en los territorios ha venido creciendo el 

resentimiento frente a un Estado nacional centrípeto, el cual impone sus lineamientos 

por encima de las consideraciones necesarias para el desarrollo local.

Hoy se discute sobre el ordenamiento territorial, la tributación local y regional y las 

políticas participativas. Pero los concejos municipales y las asambleas departamentales 

son convidados de piedra en estas discusiones, y no se ha planteado la necesidad de 

asignar recursos para su fortalecimiento. Resulta contradictorio preocuparse por los 

usos del suelo cuando se desatiende, casi intencionalmente, a los entes que expiden, 

modifican y aprueban los POT y los Planes de Agua y que tienen incidencia directa en 

el recaudo de tributos a nivel local.
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Esta frustración en cuanto a la descentralización es el correlato lógico de una rela-

ción injusta e inaceptable entre el centro y la periferia colombiana. El país, como lo ha 

mostrado el historiador Eduardo Posada Carbó, es heredero inocultable de una tradi-

ción histórica centralizadora y de una élite derrotista atrapada en conflictos internos. El 

efecto de ello no podía ser más devastador: Una imagen de las regiones colombianas 

como lugares indómitos y poco civilizados, con bellezas naturales exuberantes y gente 

corrupta, criminal y sin formación.

Este imaginario estigmatizante domina aún la relación entre el centro de toma de 

decisiones y las regiones, y pone su impronta en procesos como el sistema de regalías 

y la entrega de los recursos del Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana 

(FONSECON). Resulta arbitrario que un grupo de funcionarios del nivel nacional deba 

dar el visto bueno a proyectos de desarrollo, seguridad y convivencia a nivel territorial, 

sin conocer la realidad de las zonas en las que esos proyectos se deben ejecutar.

En el mismo sentido, la distribución desigual del capital humano con altos niveles de 

formación es exacerbada por políticas que restringen la contratación de burocracias 

bien pagas en las regiones periféricas de Colombia. Por ese motivo, no es extraño que 

los funcionarios de las entidades nacionales de tipo central o desconcentrado terminen 

jugando un rol más relevante en la vida de los ciudadanos que los mandatarios locales 

elegidos popularmente y sometidos al control político y administrativo en las regiones. 

De ahí que resulte injustificable que las autoridades nacionales ignoren sistemáticamen-

te el reclamo de mayor autonomía que hacen alcaldías y gobernaciones. 

Ello no significa, por supuesto, desconocer el alto riesgo que implica la falta de ca-

pacidades locales para la ejecución de recursos públicos. La evidencia ha mostrado que 

a la par de esta deficiencia se encuentran la corrupción y la ineficiencia. Sin embargo, la 

respuesta a estos dilemas no puede ser la recentralización y la disminución progresiva 

de la autonomía territorial. 

La apuesta por el fortalecimiento de las capacidades locales
En la FIP creemos que el postconflicto requiere una gran apuesta por la generación 

y el fortalecimiento de las capacidades locales. Sobre este punto, les preguntamos a las 

gobernaciones sobre atención a víctimas y postconflicto y solo el 17% cree que la políti-

ca de víctimas está debidamente descentralizada. También existe un reclamo constante 

por la falta de acompañamiento y de transferencia de recursos y capacidades. 

De igual forma indagamos por el modelo preferido por las gobernaciones para una 

eventual estructura institucional que permita implementar los acuerdos de La Habana. 

Más del 76% piensa que deben haber partidas con destinación específica en el Sistema 

General de Participaciones y asistencia técnica del gobierno nacional. Se suma que más 
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del 65% cree que una correcta gestión del postconflicto depende del fortalecimiento 

presupuestal de los municipios. Estos datos se ratifican con la oposición (45%) a que 

los recursos del postconflicto sean ejecutados por entidades del gobierno nacional con 

presencia territorial. Estas apreciaciones dejan entrever la enorme desconfianza entre 

los distintos niveles de gobierno.

A estos desafíos se suma el choque que supone la planeación del desarrollo con 

criterios distintos y, en algunos casos, contrapuestos. Si bien la Ley Orgánica de Planea-

ción (Ley 152 de 1994) incentiva una lógica territorial para el diseño y la formulación de 

los planes de desarrollo, lo cierto es que la interlocución y los requerimientos privilegia-

dos que hace el gobierno nacional con las entidades territoriales es de tipo sectorial. 

Así, cada alcalde y gobernador necesita atender las demandas y necesidades de cada 

uno de los sectores (agricultura, desarrollo social, salud, educación, minería), sin que 

sean compatibles ni coordinadas. Estudios de Fedesarrollo, del CIDER de la Universi-

dad de los Andes y la Red RINDE han mostrado una preocupante disonancia entre los 

criterios de desarrollo sectorial y territorial. 

Sin duda, los vicios de la descentralización, de la relación nación–territorio y el en-

frentamiento que se acaba de describir se reproducen y exacerban con un modo parro-

quial y tradicional de hacer política. Las investigaciones de la FIP y otras organizaciones 

y centros de pensamiento como CINEP, Paz y Reconciliación y Arco Iris, señalan que 

el ejercicio de la política a nivel local no tiene el incentivo de mejorar las condiciones 

de vida de los ciudadanos y con ello reproducir su poder, sino de aprovechar las opor-

tunidades que genera la administración de los recursos públicos para la creación y el 

fomento de riquezas familiares e individuales.

En nuestro sistema, los mejores operadores políticos son los que logran hacer que 

los programas nacionales y regionales privilegien su base electoral y establecen me-

canismos de chantaje y prebendas para reproducir sus posibilidades. Se trata de un 

comportamiento perverso impulsado por reglas asimismo perversas.

La paz no será estable ni sostenible si no se logra que la ejecución limpia, eficaz 

y vigilada sea un objetivo para los políticos regionales, algo que no sucederá si la im-

plementación de los acuerdos se hace de manera centralista y tecnocrática. Por eso, 

tenemos la convicción de que el fortalecimiento de las capacidades territoriales es la 

gran agenda pendiente del modelo descentralizador, y que ese fortalecimiento no debe 

entenderse como capacitación o entrega de cartillas. 

Para la FIP, implica acompañamiento permanente, delegación paulatina de compe-

tencias y funciones, entrega de recursos, seguimiento en la autonomía, respeto al cri-

terio territorial, evaluación, estándares, exigencia, y en general, oportunidades para el 

desarrollo y el ejercicio de competencias para el liderazgo adaptativo y transformador. 
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También supone conformación de equipos de alto desempeño, mejoramiento de las 

condiciones objetivas y materiales de trabajo, reconocimiento de la naturaleza política 

de la función pública, aprendizaje y gestión del conocimiento, generación de incentivos, 

pero, sobre todo, comprender que el cambio lo hacen las personas y que sin motivación 

y sentido por la labor, sumados a una profunda ética de construcción de lo público, 

cualquier empresa corre el riesgo de fracasar.

Luces y sombras de la participación ciudadana
El fortalecimiento de capacidades también requiere impulsar una gestión de cara 

a la ciudadanía, la cual es corresponsable en el éxito de la gestión pública territorial. 

Ejercer la función pública en un escenario de postconflicto tiene como telón de fondo la 

necesaria reactivación de la confianza en el Estado. Por ello, necesita un gran esfuerzo 

de transparencia, control público, veeduría y relacionamiento permanente mediante la 

participación.

No podemos olvidar que en Colombia, la opción por la participación se tomó pre-

cisamente en medio de una profunda crisis de credibilidad institucional y de violencia, 

bajo la tesis de que la cercanía de los ciudadanos a la gestión pública es vital para pur-

gar los males de la democracia representativa.

En ese sentido, parte de los problemas que han conducido al descrédito de la auto-

ridad estatal tienen que ver también con el incumplimiento del espíritu de participación 

de la Constitución del 91. No es de extrañar que los acuerdos parciales entre el gobierno 

y las FARC señalen una y otra vez la importancia de la participación activa de la ciuda-

danía. No sólo en la implementación de las medidas acordadas sino, en general, en la 

gestión pública del desarrollo. La tesis subyacente de los acuerdos es que la participa-

ción mejora la toma de decisiones y corrige varios vicios de la política representativa. 

Si bien en la FIP compartimos la importancia de los mecanismos de democracia 

directa, creemos fundamental tomar ciertas precauciones. La primera tiene que ver 

con no sacralizar ni idealizar la participación de las comunidades. La investigación so-

bre este tema, como la realizada por el experto del Banco Mundial, Vijayendra Rao, ha 

mostrado que si no se garantizan procesos de calidad previos a la participación y me-

canismos de debate permanente, la participación puede generar decisiones injustas y 

poco realizables.

Hay que considerar que la participación, cuando se enfoca a las organizaciones y no 

a los ciudadanos, tiende a reproducir dinámicas de cooptación y corrupción. Como lo 

ha mostrado la experiencia internacional, la participación es efectiva cuando involucra a 

los ciudadanos del común y cuando logra captar los intereses de la gente que no ronda 

a los grupos de interés.
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En un análisis de los acuerdos de paz realizado por la FIP, identificamos las instan-

cias y mecanismos de participación propuestas. Al contrastarlas con los mecanismos 

vigentes observamos que se corre el riesgo de duplicar instancias que ya existen y de 

debilitar procesos de interlocución que se vienen gestando hace varios años en los  

territorios. Lo ideal sería acordar un mecanismo mixto de participación que sea fuerte y 

plural, que parta de lo que ya hay y que tenga varias funciones. De lo contrario se con-

tribuiría a la atomización de espacios y al desorden que ya existe.

Los acuerdos proponen, por ejemplo, la instalación de consejos de convivencia y re-

conciliación, con funciones muy cercanas a los comités de justicia transicional creados 

por la Ley de Víctimas de 2011 y a los consejos de paz creados por la Ley 434 de 1998. 

Es necesario acercar esas agendas y que donde funcione bien alguna instancia, no se 

sustituya sino que se fortalezca. 

Con esa idea en mente, la FIP realizó el único mapeo detallado que existe en el país 

sobre los consejos de paz: dónde hubo, dónde funcionan, dónde fracasaron y en dónde 

hay interés para crearlos. Ese análisis permitió confirmar que las instancias de partici-

pación en los municipios requieren voluntad política, recursos concretos y capacidad 

de incidencia real. Por lo demás, constatamos que en municipios pequeños resulta iluso 

plantear varias instancias pretendiendo que sean fuertes. Esperamos que este panora-

ma, que es más agrio que dulce, sirva para guiar el nuevo interés participacionista que 

se dará por cuenta de la implementación de los acuerdos de paz.

También resulta fundamental introducir la innovación tecnológica en la participa-

ción. Experiencias internacionales y nacionales muestran que con tecnología se pueden 

reducir costos de transacción, incluir a más actores y democratizar la información. Es 

fundamental llevar la participación al siglo XXI e ir más allá de los parámetros que se 

instalaron en los 90.

Un Estado que cumple lo que promete 
La centralidad del tema de la participación radica no sólo en el lugar que ocupa en 

los acuerdos de La Habana, sino en la estrecha relación que existe entre la participación 

de calidad y la confianza de los ciudadanos en el Estado. Así como la buena participa-

ción ayuda a reducir el déficit de legitimidad, una participación frustrante genera vacíos 

que no se llenan con programas sociales. En ese sentido, llevar la participación masiva a 

escenarios donde el Estado no ha hecho presencia efectiva, es una propuesta necesaria 

pero arriesgada. Por eso, el proceso debe diseñarse y llevarse a cabo con estándares de 

calidad que garanticen que el Estado cumple lo que pacta.

La capacidad para cumplirle a la gente en los territorios será uno de los principales 

desafíos del postconflicto. Siendo que la imagen que se tiene del Estado es la que no 

cumple lo que promete, resulta urgente hacer un gran esfuerzo nacional para la gene-
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ración y el fortalecimiento de las capacidades estatales tanto a nivel local como a nivel 

nacional. Es necesario que los funcionarios adquieran las competencias y que tengan 

la posibilidad de cumplirle a la ciudadanía, así como de diseñar y poner en marcha me-

didas que impacten significativamente en la vida de todos, y en particular, de los más 

vulnerables.

A nivel nacional, las capacidades y la interlocución con la ciudadanía que deberán 

ejercer los ministerios de Justicia, Interior y los encargados de la seguridad ciudadana, 

serán también requisitos de primer orden para lograr la paz en nuestro país. 

En últimas, los elementos que hemos tratado en las páginas anteriores hablan de la 

necesidad de reconstruir la relación entre el Estado y los ciudadanos. Los asuntos de la 

relación centro–periferia, de la participación ciudadana, del desequilibrio institucional, de 

la descentralización y otros, subrayan que los vínculos y la relación entre los colombianos 

y el Estado están fracturados en muchos niveles y que con esa fractura vigente, será muy 

difícil construir la paz.

Aparte de estos elementos, y por la misma línea de la confianza y la legitimidad, 

tenemos el enorme interés de plantear la seguridad y la justicia al servicio de los ciuda-

danos como elementos indispensables en los regímenes democráticos legítimos. Por 

ese motivo, en el siguiente apartado abordamos los desafíos de la institucionalidad del 

sector seguridad y su relación con la justicia, que en la FIP consideramos marcarán el 

itinerario del país en un contexto de postconflicto.

2.2. Seguridad y justicia para la paz 

En Colombia, los esfuerzos de seguridad de los gobiernos de turno de las últimas dé-

cadas han estado principalmente enfocados a enfrentar las amenazas asociadas al con-

flicto armado y al narcotráfico. En esta medida, como lo señaló la Comisión Asesora de 

Política Criminal en su informe entregado al Gobierno en 2012, se han enfatizado políticas 

de seguridad y paz basadas en el fortalecimiento del aparato militar y de policía, y en la 

solución política negociada del conflicto. De la misma manera, esta Comisión planteó que 

se ha desarrollado una política criminal crecientemente punitiva y subordinada a los im-

perativos de hacer la guerra contra la insurgencia y contra el narcotráfico, o de contener 

estas amenazas por la vía de la negociación política y/o de condiciones de sometimiento 

a la justicia.

Ahora que estamos frente a una oportunidad de cerrar el conflicto armado con las 

guerrillas, es de esperar que como resultado de este proceso se genere un espacio más ní-

tido para hacer ajustes en el sector seguridad, moviendo su centro de gravedad del ámbi-

to militar-policial al de la prevención del crimen, en donde la policía sería el primer eslabón 

de la cadena de justicia, a la vez que cobrarían relevancia otros actores institucionales.
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Para ello se requiere que el enfoque de seguridad ciudadana que hasta el momento 

ha estado en un segundo plano, tome mayor relevancia. En este campo se han dado 

desarrollos legales que vienen desde principios de los 90 y se han hecho esfuerzos 

intermitentes en las principales ciudades y por la misma Dirección de Seguridad Ciu-

dadana de la Policía Nacional, que han tenido reconocimiento nacional e internacional. 

Desde el punto de vista normativo, pasamos de centrarnos en un modelo eminente-

mente militar para manejar la seguridad y el orden público, a uno en el que el liderazgo 

lo tienen las autoridades civiles nacionales y locales. Se han expedido políticas públicas 

que impulsan diagnósticos, planes de trabajo, indicadores y el liderazgo de alcaldes y 

gobernadores.

Sin embargo, en la práctica, esta evolución escasamente se ha hecho realidad. Los 

trabajos realizados por la FIP en este campo evidencian que ese liderazgo se continúa 

cediendo, total o parcialmente, a la fuerza pública, en particular a la policía, la cual pri-

vilegia el desarrollo de actividades acordes a las directrices y la visión del ministerio de 

Defensa, del cual depende. También hemos constatado la falta de liderazgo para lograr 

que los sectores de seguridad y justicia actúen bajo políticas y estrategias coordinadas. 

En la FIP creemos que es imperativo que las autoridades civiles asuman su papel 

de liderazgo no solo en la formulación de políticas públicas, sino en la gobernanza de 

la seguridad y la justicia, alineada con los objetivos estratégicos de esas políticas. Este 

diseño debe involucrar a todas las entidades del Estado con responsabilidades directas 

o conexas en seguridad y justicia, así como a la ciudadanía, la sociedad civil organizada 

y otros actores corresponsables de su producción y sostenibilidad. 

La reubicación de la policía y la modernización de sus estrategias
Desde la perspectiva de las instituciones del sector de seguridad, tenemos la con-

vicción de que en un escenario de paz, la Policía Nacional deberá salir del ministerio de 

Defensa para ser reubicada en un ámbito institucional que le permita desarrollar ple-

namente su naturaleza civil y sus funciones de preservación de la seguridad ciudadana 

y de trabajo armónico con las autoridades administrativas y los operadores de justicia. 

En cualquier caso, la policía debe continuar con los procesos de modernización y 

fortalecimiento institucional que ha emprendido en los últimos tiempos. Estos, en el 

marco del modelo de la Vigilancia Comunitaria por Cuadrantes, se han enfocado a ro-

bustecer sus capacidades de diagnóstico e intervención local a través de un método 

orientado a la solución de problemas. 

La evidencia internacional muestra que la labor policial basada en patrullajes aleato-

rios y servicios reactivos no tiene efectividad. Por el contrario, según los criminólogos 

y expertos en policía David Weisburd y John Eck, la combinación de estrategias de 
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proximidad al delito y servicio focalizado mejoran la efectividad policial y reducen, en 

el mediano y largo plazo, los niveles delictivos. En esta medida, los avances obtenidos 

por la policía en la identificación e intervención de puntos críticos deben mantenerse y 

profundizarse. 

Tal como lo han demostrado diversas investigaciones realizadas desde los 80 en los 

Estados Unidos, sin importar la unidad de análisis, el crimen tiende a concentrarse en po-

cas zonas geográficas. Las ciudades colombianas no son la excepción y los estudios de 

la FIP han mostrado, por ejemplo, que en Bogotá cerca del 70% del delito se concentra 

en el 30% del territorio, por lo tanto, las capacidades institucionales deben continuar diri-

giéndose hacia dichas concentraciones para erradicar problemáticas arraigadas. Un caso 

típico de estas concentraciones persistentes son las ollas de vicio en diversas ciudades 

del país.

La experiencia de trabajo de la FIP en las diez principales ciudades, nos permite afir-

mar que no es suficiente la acción policial para controlar puntos críticos complejos. Se 

necesita el liderazgo y compromiso decidido de los alcaldes para la implementación de 

intervenciones de tipo situacional (espacio público, tránsito, iluminación, parqueo, ande-

nes, basuras) y social (jóvenes en riesgo, integración social, habitantes de calle) que pre-

vengan el delito y generen soluciones sostenibles que impacten la calidad de vida de los 

ciudadanos. Asimismo, es necesario fortalecer la coordinación con autoridades de justicia 

para concentrar todos los esfuerzos en las problemáticas que más afectan la seguridad 

ciudadana.  

El déficit de la seguridad rural 
El Estado se enfrenta a diversos desafíos que en su mayoría tienen que ver con la 

deuda histórica de seguridad en zonas rurales del país, la cual requiere de medidas en 

el inmediato y largo plazo. 

En el inmediato está el asunto de la estabilización, una fase particularmente delicada 

de los procesos de paz que le sigue a la firma de un acuerdo. Según definiciones inter-

nacionales, esta fase está diseñada para proteger y promover la autoridad política legí-

tima, utilizando una combinación de acciones civiles y militares, para reducir la violen-

cia, reestablecer la seguridad y prepararse para la recuperación a largo plazo mediante 

la construcción de un entorno propicio para la estabilidad estructural. 

De ahí que sea indispensable que el Estado responda de manera rápida en las zonas 

más afectadas por el conflicto, y simultáneamente brinde seguridad y justicia a la ciu-

dadanía, llene el vacío que dejarían las guerrillas desmovilizadas y contenga la amenaza 

del crimen organizado. 



F
U

N
D

A
C

IÓ
N

 ID
E

A
S 

PA
R

A
 L

A
 P

A
Z

38

En el largo plazo será necesario considerar el diseño institucional que se requiere 

para atender las necesidades de seguridad y justicia en cabeceras, veredas y zonas 

rurales alejadas. 

Enfrentando el desafío del crimen organizado
Diversos casos internacionales muestran que en la etapa posterior a acuerdos de 

paz, la criminalidad y la violencia tienden a incrementarse en estrecha relación con la 

apropiación de rentas, la disputa entre actores ilegales, así como lo vacíos en la reso-

lución de los conflictos. Como ya se dijo, la desmovilización de las FARC generará un 

vacío o un cambio de poder en sus zonas de influencia, que puede ser ocupado por 

facciones de combatientes que decidan no hacer parte del proceso y continuar en la 

ilegalidad o, por organizaciones criminales que pretendan tomar control de las econo-

mías criminales. 

Colombia tiene una experiencia reconocida mundialmente en la lucha contra el cri-

men organizado, particularmente frente a las organizaciones asociadas al narcotráfico 

que tanta violencia han generado en el país. Esta experiencia se ha centrado en la estra-

tegia de golpear las cabezas de las organizaciones criminales, con el objeto de desarti-

cularlas. Sin desconocer los logros, hay que decir que en lugar de desarticularlas, estas 

estructuras se han transformado y fragmentado generando nuevos retos al Estado y a 

la sociedad.

De ahí que en la FIP respaldamos una aproximación multidimensional que vaya más 

allá del descabezamiento de las organizaciones medido con indicadores táctico-opera-

tivos (capturas y neutralizaciones)13. Esta aproximación prioriza la primacía policial jun-

to con una acción más estratégica de la justicia. En este caso, se trata de profundizar en 

una judicialización al crimen organizado que permita hacer investigaciones integrales 

de sus estructuras, del conjunto de delitos que cometen y de su universo patrimonial. 

Para ello es clave monitorear y evaluar de manera sistemática la reforma que viene 

adelantando la Fiscalía General de la Nación, orientada hacia el cambio del enfoque en 

la investigación criminal y el fortalecimiento de las capacidades investigativas frente al 

crimen organizado y la corrupción.

Adicionalmente, es indispensable considerar estrategias para intervenir las condi-

ciones regionales, institucionales y organizacionales, que hacen que estos grupos se re-

produzcan. En cualquier caso, las políticas frente al crimen organizado deben enfocarse 

en la reducción de la violencia asociada al accionar de estos grupos, incluso, por encima 

del objetivo de combatir los mercados ilegales.

13	 Los desarrollos sobre esta aproximación multidimensional se basan en el reporte elaborado por María Victoria Llorente, di-
rectora ejecutiva de la FIP, como miembro de la Comisión Asesora de Política de Drogas, cuyo informe final fue entregado al 
gobierno nacional en mayo de 2015.
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En la etapa de estabilización, las economías criminales y las organizaciones asocia-

das a estas requieren de un tratamiento particular. El control del crimen organizado en 

esta etapa plantea un dilema cuya solución es igualmente problemática. Por un lado, el 

combate frontal contra las economías criminales podría generar desequilibrios y espi-

rales de violencia. Por el otro, no enfrentarlas en la etapa inicial del postacuerdo podría 

empoderar a las organizaciones criminales preexistentes y a largo plazo generar ciclos 

de legitimación con el dominio de territorios y el control sobre las poblaciones.

Para la FIP es importante que el Estado decida si la meta en la etapa de estabiliza-

ción debe ser la desarticulación de las economías criminales, o si el objetivo –posible 

y deseable– en lo inmediato, es la reducción de sus impactos negativos, priorizando la 

reducción de la violencia y el crimen. Se trata, en definitiva, de contener y disminuir el 

crimen y la violencia en el corto plazo, sin abandonar las metas de largo plazo, teniendo  

claro que el control del territorio por parte de la fuerza pública es insuficiente si no se 

acompaña por una intervención integral del Estado.

Hacia una respuesta flexible del Estado
No hay una formula única para enfrentar los desafíos en seguridad en el presente y 

en el postconflicto. Se requiere de políticas públicas flexibles y diferenciadas que tomen 

en cuenta cuatro dimensiones:

Una espacial, que tiene relación con la heterogeneidad entre las problemáticas ru-

rales y urbanas afectadas por factores culturales, sociales, económicos y políticos de 

las regiones. 

Una temporal, que tiene que ver con la institucionalidad requerida para responder, 

por un lado, de manera inmediata a las necesidades del postacuerdo y, por el otro, para 

que en el mediano y largo plazo el país cuente con un diseño institucional que permita 

desarrollar políticas públicas que consoliden la paz, la seguridad y la justicia con enfoque 

territorial.

Una estratégica, que permita que las distintas entidades con responsabilidades en 

seguridad y justicia se articulen bajo un liderazgo unificado que facilite procesos de pla-

neación, presupuestación, ejecución y metas coherentes, ajustados a la política pública, 

a las necesidades y problemáticas y a los planes locales de seguridad.

Y, una dimensión organizacional, que incorpore los aspectos relacionados con el ma-

nejo del recurso humano, educación y entrenamiento, desarrollo y avance de carrera, 

régimen laboral y beneficios, entre otros temas estratégicos en materia de seguridad y 

justicia para la paz.
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2.3. Hacia una cultura de paz

Desde hace varias décadas, diversas corrientes de pensamiento confluyeron en la 

certeza de que los cambios fundamentales de la sociedad requieren transformaciones 

en las normas, los comportamientos y, también, en las creencias y valores. Esta conside-

ración, hecha por el institucionalismo en sus vertientes más clásicas (North) y contem-

poráneas (Ostrom), coincide con las apreciaciones de la psicología social y económica 

(Arielly) y los estudios en construcción de paz. 

Este razonamiento, que impregna de manera evidente los planteamientos que he-

mos hecho sobre los desafíos de seguridad en el país, nos lleva a preguntarnos qué 

podemos hacer desde nuestro ámbito más cotidiano para ser constructores de paz. 

Tal y como en las discusiones sobre seguridad ciudadana y convivencia se ha hecho 

natural pensar en la corresponsabilidad de los ciudadanos, del mismo modo tenemos la 

obligación de plantearnos qué debe cambiar en nuestros comportamientos y actitudes 

para que la paz sea estable y sostenible. En ese sentido, a continuación proponemos 

algunos desafíos de tipo cultural que hablan de la necesidad de construir patrones de 

convivencia que impidan la reproducción de la violencia. En este caso, como en el de 

casi todos los asuntos expuestos en este documento, más que una descripción exhaus-

tiva, planteamos una priorización que creemos será útil para la acción colectiva.

Paralelo al esfuerzo nacional de cambio institucional y de generación de capacida-

des para el liderazgo, en la FIP pensamos que la sociedad colombiana debe emprender 

un propósito conjunto de transformación cultural. Desde nuestro punto de vista, la re-

producción y transformación de la violencia y la ilegalidad están relacionadas no sólo 

con las estructuras y el devenir social, económico y político, sino también con pautas 

de interacción y modos de relación entre las personas, grupos sociales y entidades pú-

blicas y privadas. 

La centralidad de las relaciones en los procesos de construcción de paz la han resal-

tado varios estudios en este campo. En su famoso texto La imaginación moral, Lederach 

planteó: “La construcción de la paz exige una visión de la relación. Dicho sin rodeos, si 

no hay capacidad para imaginarse el lienzo de las relaciones mutuas y de situarse a sí 

mismo como parte de esa red histórica y en constante evolución, la construcción de la 

paz se viene abajo”.

En el mismo sentido, autores inspirados por el pensamiento sistémico han señalado 

muy recientemente la relevancia que tienen las relaciones en la construcción de la paz. 

Como lo ha propuesto uno de los fundadores de la Alianza Internacional por la Preven-

ción y Resolución de Conflictos, Robert Ricigliano, sólo interviniendo las interacciones 

es posible modificar sistemas complejos que dan lugar a conflictos violentos.
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En la FIP no creemos, como lo han sugerido algunos, que los colombianos seamos 

cultural e irremediablemente violentos y que, por lo tanto, lograr un país en paz es un 

propósito que desafía nuestra naturaleza. Por el contrario, estamos convencidos de que 

si queremos la paz tenemos que acometer la tarea de cuestionar el modo en que nos 

hemos venido relacionando en ciertos aspectos y la manera cómo nos imaginamos a 

nosotros mismos y a nuestra sociedad.

Desde la perspectiva de la FIP, una paz sostenible no es pensable sin un cambio de 

imaginarios, de relatos, de reglas de juego y de narrativas. En ese sentido, comprende-

mos la reconciliación como un proceso que involucra a todos los colombianos y que 

implica mucho más que perdón y convivencia entre víctimas del conflicto y excomba-

tientes, aunque este sea un desafío central. 

La buena noticia es que la experiencia nacional e internacional ha demostrado que 

mediante esfuerzos públicos y privados de tipo colectivo, es posible modificar las pau-

tas de relación de los ciudadanos. Lo que hoy llamamos “cultura ciudadana” es quizás 

la muestra más fehaciente de ello. Antanas Mockus mostró hace ya varios años que era 

posible modificar relaciones mediante comportamientos de segundo y tercer nivel, los 

cuales son capaces de generar ambientes más propensos a decisiones colectivamente 

benéficas. Un comportamiento de primer nivel es cruzar una calle. Invitar a alguien a 

que pase por la cebra es de segundo nivel y tener una expresión de desaprobación que 

genere vergüenza en un peatón cuando atraviesa por un lugar no apropiado, es lo que 

se conoce como comportamiento de tercer nivel.

Aumentos sostenidos en los niveles de tributación, de ahorro de agua y en indicado-

res de seguridad vial sirvieron como evidencia de lo anterior. De eso se trata la famosa 

armonía entre la ley, la moral y la cultura que se desea en el comportamiento cívico de 

los ciudadanos. Es decir, cumplir las leyes porque es lo correcto y porque la sociedad 

nos reprobará si se transgreden. 

En el mismo sentido, autores como John Sudarsky y Jorge Giraldo exploraron el vín-

culo entre valores, representaciones, imaginarios y prácticas culturalmente aceptadas 

en la generación de ambientes proclives a la ilegalidad y la violencia. Los estudios sobre 

cultura política, ciudadanía y capital social que tanto se han robustecido en Colombia, 

muestran el desarrollo y la acogida de esta idea para la transformación de la cultura.

Como contribución a la definición de una agenda de construcción de paz, señala-

mos a continuación algunos de los desafíos de transformación cultural que desde la FIP 

se deben abordar en el contexto del postconflicto. Todos ellos han sido ampliamente 

debatidos en la producción académica y corroborados por nuestras investigaciones.
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Cultura de la legalidad y nuevas narrativas
En primer lugar, existe el imperativo de modificar la cultura del incumplimiento de 

normas. Hace pocos años, Mauricio García, socio fundador de Dejusticia, propuso una 

clasificación sobre las mentalidades de ese incumplimiento que sigue siendo útil para 

comprender las razones por las cuales existe en Colombia un desprecio tan generali-

zado por la ley. Su análisis de los “vivos”, “rebeldes”, “arrogantes”, “taimados” y “restau-

radores” es muy apropiado para diferenciar el tipo de motivaciones e incentivos que 

tiene cada una de estas tipologías y el grado en que es susceptible a la intervención del 

Estado y la ciudadanía.

Sin duda, es un deber colectivo acercarse a una cultura de la legalidad que dé sopor-

te, desde la institucionalidad informal, a nuestro Estado Social de Derecho. Esa, desde 

la FIP, es la manera más eficaz de combatir el extendido problema de la corrupción, tan 

delicado para el contexto del postconflicto.

En segundo lugar y en estrecha relación con el desafío de la relación nación–te-

rritorio que se expuso en páginas anteriores, consideramos fundamental reconocer y 

atender el enorme proceso de estigmatización territorial que se ha generado por causa 

del conflicto armado. En nuestras investigaciones en distintas regiones de Colombia 

hemos podido constatar el peso que significa para muchos ciudadanos reconocer sus 

lugares de origen.

Hay testimonios sobre prácticas tan dolorosas como registrar a niños recién nacidos 

en las capitales departamentales para evitar que los registros civiles digan la verdad 

sobre sus lugares de nacimiento. Lo mismo sucede con la matrícula de automotores y 

con el registro de propiedades y negocios. Resulta impactante admitir que la guerra en 

Colombia, además de sus tráficos efectos directos, ha marcado la identidad de un enor-

me grupo de ciudadanos, el cual ha interiorizado la vergüenza, la ira y el resentimiento 

con el territorio y la Nación que los señala.

En un libro reciente, la reconocida filósofa Martha Nussbaum mostró la importancia 

del clima emocional en las grandes decisiones sociales. Ella expone con contundencia 

cómo las transformaciones hacia la paz son más posibles cuando se realizan en un clima 

de compasión, afecto y empatía. Nada más alejado a lo que se ha cultivado por años en 

nuestras regiones.

El tercer desafío de transformación cultural se relaciona con lo anterior ya que con-

siste en seleccionar los relatos adecuados para narrar la historia de la crisis y de la su-

peración de la violencia. El proyecto internacional de la Universidad de Harvard, Facing 

History and Ourselves (Haciendo frente a la historia y a nosotros mismos) ha mostrado 

la enorme importancia que tienen la enseñanza y la reflexión de la historia en los pro-

cesos de reconciliación, toma de conciencia y construcción de la identidad. Por eso, no 
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debe considerarse una tarea menor, seleccionar la narrativa con la que el país va 

a identificar estos decenios de guerra.

Como lo señala Eric Hobsbawm, el cierre de las violencias está estrechamente 

relacionado con la capacidad colectiva de seleccionar y reproducir un relato que 

fomente el reconocimiento y la reconciliación, pero no la venganza. Es desde 

este tipo de aproximaciones que sugerimos abordar los debates actuales sobre 

justicia, verdad, reparación y no repetición.

En Colombia, la justicia transicional puede ser catalizadora de construcciones 

colectivas de verdad y ejercicios locales de memoria. También puede contribuir a 

construir un relato compartido sobre el conflicto y constituirse en un instrumento 

de reconciliación. Para que esto sea posible se requiere el concurso de diversos 

sectores y actores. El valor de sus aportes dependerá, entre otras cosas, de la 

calidad del proceso de participación y deliberación que pondrá en marcha la 

Comisión de la Verdad. 

En los acuerdos sobre justicia transicional de La Habana, se plantea el asunto 

de la responsabilidad de terceros, algo que ha generado muchas discusiones 

e incertidumbre entre diversos sectores como el empresarial. Aunque la justi-

cia transicional es un escenario extraño para este sector, hay que decir que las 

empresas sí tienen herramientas para navegar en tal escenario y para eventual-

mente aportar a la sostenibilidad de la paz. Las discusiones y desarrollos que se 

han dado en los últimos años en el campo de empresas y Derechos Humanos, en 

particular el Marco Proteger, Respetar y Remediar de Naciones Unidas y sus prin-

cipios rectores, pueden servir a la hora de pensar su participación en la justicia 

transicional. Las empresas pueden jalonar –y de hecho lo han venido haciendo– 

procesos que reconocen la centralidad de la verdad y la memoria no como un 

medio para el señalamiento y la recriminación, sino como pilares de la no repeti-

ción, la transformación y la construcción de nuevas narrativas. 

El poder transformador del diálogo
Durante la fase de postconflicto también hay que apostarle al diálogo y la 

conversación como herramientas de transformación y reinvención. En la FIP 

creemos que hay tres enfoques de diálogo que serán particularmente relevantes. 

Uno es el que Lederach llama el “diálogo entre improbables”, el cual implica un 

esfuerzo consciente y consistente de intercambio con quienes nunca nos ima-

ginaríamos compartir. Esta noción surge de reconocer que el diálogo desata su 

poder de transformación cuando convoca puntos de vista y realidades comple-

tamente diferentes. Se trata de hacer un esfuerzo por reconocer otras posturas y 

otros actores como perspectivas e interlocutores válidos y legítimos. 
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El segundo enfoque está relacionado con los ejercicios de diálogo multiactor, los 

cuales buscan generar consensos entre un número plural de actores con posiciones e 

intereses diversos sobre un mismo punto. En Colombia existen varias iniciativas exito-

sas. Los Programas de Desarrollo y Paz, las mesas de interlocución en los temas de mi-

nería, cambio climático y Derechos Humanos, los ejercicios de planeación prospectiva 

impulsados por las Cámaras de Comercio y los de visión regional, son algunos antece-

dentes valiosos que deben profundizarse. 

La FIP ha participado en varios de esos procesos. Vale resaltar que promovimos 

activamente la iniciativa Guías Colombia en Derechos Humanos y DIH, un escenario 

multiactor que desde hace ocho años reúne a empresas, representantes del gobierno, 

de la sociedad civil y de la comunidad internacional. Allí se discuten preocupaciones de 

sus distintos miembros respecto a situaciones que se presentan en el contexto de las 

operaciones empresariales y se relacionan con el respeto y promoción de los Derechos 

Humanos. Esta apuesta de construcción colectiva puede dar luces sobre cómo fomen-

tar y alimentar el diálogo plural. 

Algunos elementos centrales en este sentido incluyen la construcción de confianza, 

la suscripción a pautas de respeto mutuo, la identificación de intereses comunes y la 

definición de una agenda colectiva. Quizás, el principal aporte que puede hacer una 

experiencia como Guías Colombia es entender el diálogo no como un proceso de ne-

gociación y convencimiento de otros, sino como un ejercicio de aprendizaje mutuo y 

construcción entre diferentes.

En la FIP también creemos que el diálogo con enfoque apreciativo puede ser una va-

liosa herramienta de transformación. Este tipo de diálogo, que se ha puesto en práctica 

en ambientes de innovación y diseño, pone énfasis en el reconocimiento de los recursos 

y en la identificación de sueños compartidos y propósitos de cambio, más que en los 

problemas y necesidades. Es un diálogo sobre el optimismo y el futuro, y no sobre la 

reiteración de nuestros enormes problemas.

Colombia necesita revertir la tendencia a naturalizar la violencia y a comprenderla 

como el resultado de un sino trágico ineludible. Hay que reconocer que hemos crea-

do una cultura colectiva de la inevitabilidad de nuestra situación actual, la cual viene 

acompañada con una necesidad de naturalización de sus dolorosos efectos. Se trata de 

una reacción natural pero no por ello menos preocupante, que nos reta a construir y 

robustecer la idea de que la paz es un imperativo social para la construcción de nuestra 

Nación.
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3. La fuerza empresarial 
para la paz

Hasta aquí hemos discutido los aspectos principales que constituyen, a juicio de 

la FIP, el núcleo central de los desafíos que debemos enfrentar durante el post-

conflicto si queremos que la paz dure e implique verdaderas transformaciones. 

Sin embargo, hasta el momento hemos hecho llamados más o menos ge-

nerales, en los que invocamos el concurso de la ciudadanía y el Estado 

como un todo.

Por ese motivo, y por el carácter que tiene nuestra Fundación, 

no podemos finalizar este texto sin puntualizar las que son, desde 

nuestra perspectiva, las líneas generales del compromiso empresarial 

por la paz. No podría ser de otro modo en una organización que como la 

FIP, valora y defiende el rol fundamental del actor empresarial como agente y 

protagonista del cambio social.

Como pocas organizaciones en Colombia hemos podido ser testigos del dinamismo 

y los cambios que han tenido el compromiso y la opinión empresarial en torno a la paz 

del país. Con base en esa experiencia podemos afirmar que las empresas y los empre-

sarios colombianos están hoy en condiciones de hacer la diferencia. 

La vinculación de la FIP con los empresarios no sólo proviene de nuestra historia 

organizacional. Tiene que ver, además, con una interpretación sobre los valores y los 

comportamientos que consideramos necesarios para la construcción de la paz. Desde 

nuestra perspectiva, un emprendimiento sencillo, que es muchas veces el más valioso, 

en un paralelo con la paz, requiere altas dosis de confianza en el futuro, de capacidad 

de adaptación y de lectura de la realidad, aceptación del fracaso, de creatividad, de 

empuje, de respeto a las normas y de distribución de bienestar. 

Son además los empresarios y las empresas, como ciudadanos e instituciones, los 

que deberán construir las oportunidades de futuro en el postconflicto. Son ellos, en mu-

chos casos, quienes tomarán el riesgo de invertir en la nueva Colombia, una integrada 

por regiones que hoy sólo son vistas como productoras de bienes básicos. Son quienes 

innovarán y, si hacen lo correcto, quienes se llevarán buena parte del crédito. Porque 

en un mundo globalizado e interconectado, la iniciativa empresarial sigue siendo un 

enorme motor de cambio, una señal de que es posible transformar el destino con una 

alta dosis de decisión, lucidez, esfuerzo y condiciones favorables.
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3.1. No partimos de cero

En Colombia, algunos líderes empresariales y empresas se han involucrado en expe-

riencias de construcción de paz, cuyos aprendizajes no son menores. Estas experiencias 

se han centrado en asuntos como la creación de empleo y generación de oportunida-

des para poblaciones vulnerables en razón del conflicto armado; la participación en 

negociaciones de paz; el apoyo a procesos de reintegración de excombatientes; la re-

cuperación económica de zonas devastadas por la guerra y, la suscripción de acuerdos 

voluntarios en materia de empresas y Derechos Humanos. 

Hay que decir, sin embargo, que esta contribución resulta tímida frente al proyecto 

de transformación que esperamos se desate a partir del cierre del conflicto con las 

guerrillas. En la FIP creemos que se requieren esfuerzos tanto de cantidad como de 

enfoque. Por un lado, es deseable incrementar el número de iniciativas empresariales 

para la paz. Por el otro, vale la pena revisar las líneas de trabajo que hasta el momen-

to se han desarrollado, pues es posible que no le estén apuntando a la escencia de la 

construcción de paz, es decir, a las transformaciones y cierre de brechas territoriales 

que rompan con los ciclos de violencia. En un mapeo reciente efectuado por la FIP de 

iniciativas rotuladas por las empresas como constructoras de paz, encontramos que 

sólo un pequeño porcentaje realmente aportaba a esta tarea. 

 Es claro que para los negocios la paz siempre será mejor que la guerra. No obstante, 

para el empresariado, construirla es un esfuerzo que genera interrogantes e incertidum-

bres. Esto se observa en las entrevistas y declaraciones de varios líderes empresariales 

y gremiales difundidas en la coyuntura del proceso de paz. Las encuestas también re-

flejan cómo los empresarios están divididos frente a este proceso, de la misma manera 

que lo está la sociedad colombiana en general. 

Llama la atención que en una encuesta realizada por la Cámara de Comercio de Bo-

gotá en agosto de 2015, a cerca de 1.300 empresarios, sólo el 9% dijo estar trabajando 

en proyectos que tengan por objeto apoyar la construcción de paz. También preocupa, 

según esta misma encuesta, que dos terceras partes de los empresarios afirmara des-

conocer los acuerdos que hasta ahora se han pactado en La Habana. Aun así, hay que 

destacar que cerca de la mitad participaría en iniciativas de reintegración y ese porcen-

taje aumentaría si existieran incentivos económicos. 

No hay que desconocer que el conflicto armado ha impuesto serios retos a las ope-

raciones empresariales en Colombia. Estos van desde problemas de seguridad, adquisi-

ción de derechos sobre la tierra y otros recursos, hasta la interacción con la instituciona-

lidad y relacionamiento con grupos de interés en lo local. Tales retos no desaparecerán 

de la noche a la mañana con la firma de los acuerdos de paz, pero las empresas si pue-

den contribuir a que no se recrudezcan en el postacuerdo y más bien se superen en el 

camino hacia una paz sostenible. 
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Ante este panorama, en la FIP queremos propiciar iniciativas que convoquen la par-

ticipación sólida de los empresarios y despierten su interés en los acuerdos de La Ha-

bana sobre temas estructurales como el desarrollo rural integral, la participación y la 

solución al problema de las drogas. Esperamos que estas iniciativas abran un espacio 

para debatir sobre el enfoque y las alternativas de participación del sector, así como 

para definir hojas de ruta comunes. A la vez, que potencien el liderazgo de algunos para 

jalonar a otros y planteen los incentivos que podría dar el Gobierno para aumentar el 

número de empresarios que apoyan lo que consideramos podría ser el gran emprendi-

miento para construir país. 

En lo que tiene que ver con el enfoque y las alternativas de participación, a partir de 

un análisis detallado de experiencias nacionales e internacionales y, tomando en cuenta 

los desafíos que hemos priorizado en el capítulo anterior, hemos identificado una serie 

de dimensiones de intervención que pueden potenciar la fuerza empresarial para la paz. 

Se trata de seis dimensiones (figura 1) que de manera complementaria le apuntan al 

fortalecimiento de las instituciones propias de la democracia, a la gestión responsable y 

al desarrollo de iniciativas de inclusión económica, social y política.

FIGURA /01
DIMENSIONES PARA POTENCIAR LA FUERZA EMPRESARIAL PARA LA PAZ

Fuente: Fundación Ideas para la Paz / Elaboró: FIP 2015

Fortalecimiento de capacidades locales

Transparencia y anti-corrupción

Gestión responsable

Ampliación de la ciudadanía

Emprendimiento para la paz

Reconciliación y nuevas narrativas
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3.2. Agenda de empresas y paz

La primera línea busca el fortalecimiento de capacidades locales y se centra en el 

potencial que tienen las empresas de incidir sobre sus grupos de interés y sus entornos 

de operación para contribuir a la construcción de lo público en lo local. En concreto, 

nos referimos al fortalecimiento de la institucionalidad estatal y no-estatal con el ánimo 

de sustituir la institucionalidad perversa asociada a la guerra. También tiene que ver 

con el reconocimiento del bien común y el goce de derechos como fin último de las 

instituciones locales.

Si bien las empresas no pueden generar, solas, el desarrollo de capacidades locales 

y la transformación institucional que se requiere, si pueden trabajar conjuntamente con 

actores estatales y sociales para lograrlo. Esta tarea implica transformaciones profun-

das y nuevos pactos sociales que permitan superar la debilidad de las organizaciones 

y administraciones locales y la falta de provisión de seguridad ciudadana y justicia en 

lo rural. 

Estrechamente ligado a lo anterior, está la segunda línea que tiene que ver con la 

capacidad de las empresas para contribuir a la transparencia y contrarrestar prácticas 

ligadas a la corrupción. Esto incluye todas aquellas iniciativas con las cuales las em-

presas sancionan y desestimulan tales prácticas al interior de sus operaciones y en su 

relacionamiento con grupos de interés. Así mismo, iniciativas empresariales encamina-

das a superar asimetrías en el acceso a información clave para la toma de decisiones al 

interior de uno de sus grupos de interés.

Una tarea de esta envergadura tampoco puede recaer en los hombros de las empre-

sas. Sin embargo, el sector puede contribuir significativamente a superar la corrupción. 

Esto implica desencadenar procesos de transformación profunda capaces de robus-

tecer el reconocimiento y la valoración del bien común y el cuidado de los recursos 

públicos. 

La tercera línea hace referencia a la ampliación de la democracia y la ciudadanía 

a través de la participación; esto es el trabajo que pueden desarrollar las empresas de 

cara a la promoción de la participación, buscando empoderar a pobladores locales 

como gestores y corresponsables de las decisiones sobre sus territorios y vidas. 

En el marco del acuerdo de paz sobre el tema de participación, consideramos que 

las empresas pueden contribuir en dos de los seis puntos que lo conforman: control 

y veeduría ciudadana y planeación democrática y participativa. Para lograrlo, deben 

trabajar, además, sobre la base de la promoción de la convivencia, la tolerancia y la no 

estigmatización.
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De cara a la ampliación de la ciudadanía, el rol más importante del sector empre-

sarial es aportar al diálogo político favoreciendo la creación y el fortalecimiento de 

espacios de participación. Asimismo, resulta clave que las empresas se involucren en la 

posibilidad de gestionar la presencia de entidades estatales y otras organizaciones en 

tales espacios. Pueden aportar generando y afianzando capacidades locales necesarias 

para la participación activa, gestionando recursos necesarios para impulsar el proceso 

de participación y disminuyendo asimetrías en el acceso a información. 

Apostar, desde las empresas, a la ampliación de la ciudadanía a través de la par-

ticipación, significa desarrollar iniciativas que superen obstáculos que ha impuesto el 

conflicto como estereotipos respecto a ciertas causas, la invisibilidad de algunas co-

munidades, la desarticulación de organizaciones y movimientos sociales, la ausencia de 

capacidades entre actores sociales claves y la precariedad de recursos. 

La cuarta línea se centra en emprendimientos para la paz. Aquí, el trabajo de las 

empresas tiene relación con la inclusión económica, que es el resultado de diversas es-

trategias para integrar a poblaciones y territorios que históricamente han estado mar-

ginados social y económicamente de la Nación. Esto implica crear condiciones dignas y 

sostenibles para sus habitantes, más allá de las economías ilegales y a pesar de la fragi-

lidad de las legales. El trabajo de las empresas idealmente debe aunar esfuerzos públi-

cos y privados, de tal forma que el Estado y el sector empresarial generen y refuercen 

procesos de inclusión económica, que preferiblemente sean en condiciones de equidad. 

La quinta línea de trabajo es gestión responsable y debida diligencia en Derechos 

Humanos. Hace alusión a los mecanismos que deben tener las empresas para asegurar 

que sus actividades no generen impactos en el goce de derechos de sus grupos de inte-

rés y, en el caso de que esto ocurra, existan canales oportunos de respuesta y remedio. 

En este sentido, la gestión responsable y la debida diligencia son elementos necesarios 

del aporte empresarial a la generación de entornos con mejores condiciones para al-

canzar una paz sostenible. De igual modo, para asegurar que su gestión sea respetuosa 

de los Derechos Humanos, deben cumplir con la debida diligencia en esta materia con-

forme a lo expresado en el respectivo marco de Naciones Unidas.

La sexta y última línea es reconciliación y nuevas narrativas que responde a la ne-

cesidad de construir y reconstruir vínculos entre diferentes actores, con el objetivo de 

transformar relaciones antagónicas en relaciones solidarias. En este proceso es desea-

ble que el empresariado apoye iniciativas encaminadas a la verdad y la no repetición, 

así como ejercicios de memoria histórica que permitan un “diálogo de improbables”, al 

decir de Lederach. Trabajar en esta dimensión también requiere transformar las percep-

ciones sobre el otro para generar nuevas ideas y experiencias compartidas. Se trata de 

entender la reconciliación como un proceso que si bien involucra a víctimas y victima-

rios, le compete a todos los colombianos.
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Las modalidades de participación de las empresas en temas de reconciliación y 

construcción de nuevas narrativas son menos conocidas que las que pueden adelantar 

en otros aspectos del postconflicto. No obstante, aportan a estos dos aspectos cuando 

sus iniciativas contribuyen a sentar las bases para la resignificación de relaciones anta-

gónicas y la garantía de no repetición, cuando de forma proactiva participan en ejerci-

cios de construcción de memoria, promueven la interacción de aquellos que el conflicto 

puso en bandos diferentes o lideran la construcción de narrativas que logran congregar 

a actores que el conflicto y sus dinámicas asociadas han polarizado. 

Avanzar en una agenda empresarial para la paz como la que hemos propuesto no es 

solo un asunto de dinero. Implica, sobre todo, una apuesta del sector privado frente a 

lo público y el desarrollo de iniciativas que le apunten a transformar realidades territo-

riales profundamente imbricadas con el conflicto y la violencia. Esto requiere liderazgo 

y capacidad de innovación, dos características inherentes del sector empresarial, que a 

diferencia de otros actores, cuenta con tres capitales esenciales para darle vida a esta 

agenda: el humano, el económico y el político. 

La manera como las seis dimensiones se pongan en práctica variará de acuerdo al 

contexto y la naturaleza de las empresas. En este sentido, el enfoque territorial es indis-

pensable, ya que permite reconocer las particularidades en la historia, los conflictos y 

las características socioculturales, geográficas y ambientales de las diversas regiones 

del país. 

La propuesta de compromiso empresarial con la paz que hacemos tiene relación 

con apuestas más amplias como las consignadas en la Agenda de Competitividad 2014-

2018, lanzada en agosto de 2014, y en los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Na-

ciones Unidas (ODS), aprobados en septiembre de 2015. Más de la mitad de los puntos 

priorizados en la agenda de competitividad coinciden con la agenda global de los ODS 

y también con nuestra propuesta. De ahí que el llamado a la modernización, la com-

petitividad y la transformación de los círculos viciosos del conflicto y la exclusión, se 

entrelacen en un momento histórico que no podemos dejar pasar.

La comunidad empresarial tiene en sus manos muchas de las claves y capacidades 

necesarias para transformar las realidades de millones de colombianos, la pregunta que 

deben hacerse entonces es si van a ser protagonistas del cambio, o si por el contrario, 

se marginarán de esta gran oportunidad.
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